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CON EL PERMISO DE LA MESA DIRECTIVA 

TITULARES DEL PODER LEGISLATIVO 

MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

José Luis Garrido Cruz, bajo el carácter de Diputado y 

Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro 

Social de la Sexagésima Tercera Legislatura del Congreso 

del Estado de Tlaxcala; con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 45, 46 fracción I, 47, 48 y 54 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala; 9 fracción II, 10 apartado A fracción II de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Tlaxcala; y, 

114 del Reglamento Interior del Congreso del Estado de 

Tlaxcala; someto a consideración, respetuosamente, de esta 

Soberanía, la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO, POR EL QUE SE REFORMA EL ÚLTIMO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 93 DE LA LEY DE 

INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

PARA EL ESTADO DE TLAXCALA; lo anterior, al tenor de 

la siguiente: 
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E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S 

 

La presente incitativa se centra en los organismos 

electorales administrativos por lo que para comprender aún 

mejor la Integración, funcionamiento y desempeño de un 

órgano electoral me parece conveniente atendernos no sólo 

sobre la estructura, organización y demás características 

generales del órgano electoral administrativo que funciona 

en el Estado de Tlaxcala, sino también el cómo se ha venido 

integrando y hasta donde se puede llamar órgano 

ciudadanizado. Por consiguiente, México se organiza como 

un Estado federal, en cuya composición participan una 

federación y treinta y dos entidades federativas. El grado 

de “descentralización” que ello supone es extremo,1 pero 

el grado de cohesión también lo es, en la medida en que 

cada entidad federativa se asienta en un ordenamiento 

jurídico cuyo ámbito de validez se determina por el 

espacio sobre el que rige la Constitución estatal que, a su 

vez, hace depender su vigencia de la observancia de los 

principios de la Constitución general. Derivado de la 

estructura de nuestro ordenamiento jurídico y de la inclusión 

del principio de especialización, que deja en manos de 

                                                           

1 Kelsen, H. (1995), Teoría general del derecho y del Estado, 2ª. ed., México, UNAM, pp. 360 y ss.   
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instituciones separadas la gestión de las elecciones, la 

resolución de impugnaciones en la materia y la persecución 

de delitos electorales, se produce la convivencia y,  en 

ocasiones, interacción, de instituciones electorales del orden 

federal y órganos electorales del orden estatal. Las primeras 

tienen competencia sobre las elecciones de presidente de la 

República, diputados y senadores del Congreso de la Unión, 

mientras que a las segundas les corresponde lo relativo a las 

elecciones estatales de gobernador (jefe de gobierno en la 

Ciudad de México), diputados de los congresos estatales 

(asambleístas), y ayuntamientos (delegaciones).2 

Ahora bien, desde su creación, el Instituto Federal 

Electoral se desempeña como el aval y el responsable de 

comicios suficientemente creíbles y competitivos. Se le 

reconoce como un logro de la democracia mexicana, a la vez 

que uno de sus principales promotores. Sin embargo, el 

corazón mismo de la institución —el Consejo General y los 

consejos locales— muestra síntomas que amenazan la 

razón misma de su existencia, su credibilidad. Se vuelve 

frecuente que más allá de la calidad individual de las 

personas, la elección de sus miembros sea cuestionada y 

                                                           
2 Astudillo, C. (2005), El modelo de organización electoral en México, esta obra pertenece a la Biblioteca 

Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, IIJ-UNAM, p. 776. 

Recuperado de https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3455/33.pdf   
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deje insatisfecha a la opinión ciudadana expresada en 

intercambios informales, redes académicas y en los medios 

de comunicación. Esta situación se le atribuye a la 

"partidización" de los órganos electorales, entendiendo por 

tal el hecho de que en la designación de los consejeros 

prevalezcan los intereses partidarios; y con ello se elimine, 

o al menos se obstruya, el doble proceso de 

"ciudadanización e independencia" que fundamentó su 

autoridad moral. Por otro lado, se considera que los avances 

no son reversibles, que los reclamos antes señalados 

provienen de quienes apoyan a los candidatos no electos; 

en otras palabras, que el problema se reduce a una simple y 

pasajera confrontación de grupos. Se llega a afirmar que la 

"ciudadanización" no es tan relevante como se le consideró 

a mediados de los años noventa; que la solidez del cambio 

radica en la fortaleza de los partidos y del sistema de 

partidos. 

El esclarecimiento del dilema planteado resulta 

necesario e importante. Los consejos electorales 

desempeñaron un papel clave en el cambio político que se 

operó en México a finales del siglo XX, y su posible 

descrédito compromete el futuro. Los consejos electorales 

se convirtieron en un espacio de negociación entre las 

diversas fuerzas políticas que intervinieron en la definición 

de las "reglas del juego democrático" y, ante la ciudadanía, 
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fueron los garantes de los procesos electorales. Desde 

luego, no fueron los únicos constructores. El impulso 

democratizador provino de diferentes frentes y en él 

participaron múltiples actores con diversas posiciones 

políticas e ideológicas. En los sucesivos momentos 

históricos, el contexto sociopolítico y la suma de reclamos, 

movilizaciones, organizaciones y esfuerzos realizados, 

sobre todo al nivel de los municipios y en las redes 

ciudadanas, propiciaron el diálogo y la búsqueda de acuerdo 

entre posiciones, en ocasiones muy disímiles, pero que 

cristalizaron en las reformas electorales. Circunstancia que, 

unida a las contiendas electorales y a una significativa 

participación de los electores, desarticularon el régimen 

autoritario vigente durante varias décadas. 

Una mirada retrospectiva a la serie de reformas 

electorales permite observar en qué consistieron "los 

avances democráticos" aportados por los mencionados 

procesos de "ciudadanización" y de "autonomización-

independencia", así como los retos que obstaculizan los 

acuerdos entre los actores y que, por ello, sustentan nuevas 

demandas. Con ese propósito se observa la transformación 

del artículo 74 del Código Federal Electoral en los incisos 

que norman la integración del Consejo General, y del artículo 

76 que establece los requisitos para ser electo(a) 

consejero(a) electoral. 



6 
 

La tesis que se argumenta es que, además de sus 

efectos democratizadores, los procesos mencionados 

constituyen en sí mismos mecanismos de democracia, 

entendida ésta como participación de los ciudadanos y 

ciudadanas en la esfera política. Las razones que se aducen 

son la apertura de nuevas vías de participación ciudadana, 

la incorporación de nuevos actores a las negociaciones y a 

las decisiones políticas que atañen al conjunto de la 

sociedad y regulan el acceso a la representación política. En 

especial, la conversión del Consejo General y de los 

consejos locales del Instituto Federal Electoral (IFE) en 

espacios privilegiados de intervención ciudadana. 

Mientras tanto, la serie comprende seis reformas 

realizadas entre los años 1977 y 1996. Entre ellas se 

destacan dos momentos como cruciales para la democracia 

participativa, las reformas en 1977 y en 1994, porque al dar 

reconocimiento constitucional a los partidos políticos (1977) 

y a los consejeros ciudadanos (1994) introduce nuevos 

actores a la negociación política, amplía las vías de 

participación3 y, en ambas ocasiones, se opera un cambio 

                                                           
3 Antes de 1977 se realizaron varias reformas electorales, algunas de ellas de suma importancia como el 

reconocimiento del voto femenino y la incorporación de diputados de partido. Se inició con la reforma de 

1977 porque introdujo cambios cualitativos en el régimen revolucionario, los cuales en forma progresiva 

han erosionado el monopolio del PRI. José Woldenberg, ex presidente del IFE, la considera "un punto 

esencial, acaso fundador, de la transición mexicana hacia la democracia" (Woldenberg, 2000).  
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cualitativo en el sistema electoral. En 1990 tuvo lugar la 

creación del IFE como organismo público, autónomo 

responsable de organizar y supervisar los procesos 

electorales y de los asuntos que atañen a los partidos 

políticos. En 1996 se consumó la autonomía e 

independencia del organismo electoral al desaparecer el 

nexo gubernamental. 

Existen varias razones para establecer como inicio la 

reforma en 1977: da respuesta institucional al descontento 

de amplios sectores de la población, expresado en diversas 

formas; abre cauce institucional a la pluralidad existente en 

la sociedad mexicana; canaliza la participación de 

ciudadanos hacia los partidos políticos y hacia la contienda 

electoral. Significa un cambio cualitativo del sistema político 

porque, en palabras de José Woldenberg (2000): 

"En 1977 ocurrió un salto hacia la formación del 

moderno sistema de partidos [...] Se proyectaba una nueva 

'constitución material' de la política". 

En opinión del ex presidente del IFE, la reforma de 1977 

dio inicio al proceso de cambio político en México.4 A partir 

                                                           
4 En palabras de José Woldenberg y sus coautores, con la reforma de 1977 los partidos políticos entran "a 

una compleja etapa histórica de negociación, lucha, diálogo, cambio legal y reforma de las reglas de juego. 

A través de esos partidos se introduciría la democracia en la organización estatal de México" (Woldenberg, 

2000: 77).  
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de entonces, los opositores del régimen cuentan con la 

opción de organizarse como partido y de obtener el registro 

del mismo. Antes la posibilidad era selectiva. La Secretaría 

de Gobernación ejercía el control de los procesos electorales 

y en forma discrecional otorgaba el registro a algunos 

partidos políticos. 

El gobierno y la distribución de los cargos eran asunto 

privado de "la familia revolucionaria" (Cosío Villegas, 1973). 

La Ley Federal de 1946 reconoce a los partidos políticos 

como la vía exclusiva de acceso a la representación política, 

pero "la revolución hecha gobierno" requiere de filtros y 

topes para los no incluidos en la alianza revolucionaria. Sólo 

algunos partidos participan en determinados espacios,5 por 

lo general diputaciones y municipios dosificados (González 

Casanova, 1967). El sistema de partidos, caracterizado por 

Sartori como hegemónico,6 funcionó hasta mediados de 

la última década del siglo; pero en 1977 el régimen 

                                                           
5 Desde la fundación del PNR (1929), sus organizadores consideraban indispensable la participación de 

algunos partidos de oposición. "El PNR [...] no será el único que diga la verdad y que interprete la totalidad 

del alma del Pueblo. No hay democracia sin adversarios, así como no hay verdad sociológica absoluta, sin 

la tara de una excepción. El futuro gobierno deberá escuchar al Pueblo por la voz del partido nacional que 

haga el gobierno y verificar la expresión popular por la voz de la oposición libre" (El Nacional 

Revolucionario, 4 de agosto de 1929, citado por Arnaldo Córdova, 2000). 

6 Giovanni Sartori caracteriza al sistema de partidos hegemónico a un sistema no competitivo donde 

participan varios partidos, pero sólo uno de ellos (el hegemónico) tiene posibilidad de ganar en los comicios. 

Se refiere en forma expresa al caso mexicano. 
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revolucionario se transformó en forma radical al reconocer 

que todo el espectro de la oposición forma parte de la 

nación7 y que necesita ser incorporado a los órganos de 

representación nacional.8 

La reforma de 1977 es la llave que abre el cauce del 

cambio por la vía electoral y, en palabras del entonces 

secretario de Gobernación, Jesús Reyes Heroles, hizo del 

órgano electoral un "espacio para la negociación política" 

más eficaz que la tribuna legislativa9 (Jesús Reyes Heroles, 

citado por Woldenberg, 2000). Importa resaltar este punto de 

partida porque marca la ruta por la que transita el cambio 

político en México. Se reconoce a los partidos en cuanto se 

les concibe como organizaciones de los ciudadanos para su 

participación en la esfera política10 y se inicia un lento y difícil 

                                                           
7 El subrayado es de la autora para señalar dónde estriba la diferencia con la anterior aceptación de partidos 

diferentes al Revolucionario Institucional. 

8 Discurso pronunciado por Jesús Reyes Heroles, secretario de Gobernación en Chilpancingo, Guerrero, 1 

de abril de 1977. 

9 Las cursivas y el entrecomillado son de la autora para resaltar que el dato tiene especial relevancia para la 

posterior intervención de ciudadanas y ciudadanos en ese espacio político. 

10 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El Artículo 41 reconoce a los partidos como 

organizaciones de ciudadanos y como la vía que hace posible el acceso de éstos al ejercicio del poder 

público y, por ende, como entidades de interés público. La elevación a rango constitucional del derecho 

ciudadano a organizarse en partidos políticos y la definición de éstos como entidades de interés público, 

obedeció al propósito de dar cauce institucional a la pluralidad política de los ciudadanos mexicanos como 
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proceso de negociación entre las fuerzas políticas 

integradas a la Comisión Electoral. La conversión de dicha 

comisión en un espacio colegiado de decisión política es de 

suma importancia para su posterior ciudadanización y para 

su autonomía respecto del gobierno. Estos dos procesos, 

ciudadanización y autonomía-independencia, fueron los ejes 

por los que transitó el cambio político en las últimas décadas 

del siglo XX; por esa razón, la atención se centra en ellos 

con el propósito de observar la apertura de espacios para la 

participación ciudadana. 

Debido a ello, el proceso conocido como 

"ciudadanización del IFE" es una estrategia que, en su 

origen, tuvo como fin dar credibilidad a los órganos 

electorales y a los comicios. Su destinataria es una 

ciudadanía11 que durante décadas tuvo la certeza de que el 

triunfo en las urnas era independiente del sentido de los 

votos, y que desconfía de los partidos y, en general, de los 

políticos. Dicho proceso tiene como antecedente el 

reconocimiento constitucional de los partidos políticos como 

                                                           
lo expresó, en los términos de la época, Jesús Reyes Heroles en el discurso pronunciado en Chilpancingo 

en abril de 1977. 

11 José Woldenberg señala que en lo relativo a la organización electoral, "[...] otorgar garantías de 

imparcialidad y profesionalismo resultaba imperativo. Dada la manufactura organizativa de 1988, ésa era 

una deuda ineludible y una condición para reconstruir un clima de confianza mínimo; se trataba del piso 

para restablecer la competencia electoral federal" (Woldenberg, 2000: 218). 
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organizaciones de ciudadanos para su participación política 

y la incorporación de sus representantes a la Comisión 

Electoral. La propuesta de incluir también ciudadanos y 

ciudadanas surgió en 1990, pero no fue sino hasta 1996 

cuando la autoridad electoral se ciudadaniza, es decir, la 

asumen en forma exclusiva ciudadanos y ciudadanas 

electos con ese propósito. 

La propuesta inicial de incorporar ciudadanos y 

ciudadanas fue formulada por el PRD durante las 

negociaciones que culminaron con la creación de un órgano 

electoral autónomo (IFE) en 1990. La iniciativa perredista de 

esa época contiene, entre otras, dos aportaciones que 

continuaron avanzando durante los años siguientes: la 

exclusión del Ejecutivo Federal y de la Cámara de 

Senadores de la función electoral y la incorporación de 

"consejeros ciudadanos". Esta última idea, como resultado 

de las negociaciones, se materializó sólo en parte merced a 

la figura de los "consejeros magistrados" (Woldenberg, 

2000) y, en el nivel de las entidades federativas, fue 

adoptada por algunos órganos locales. 

La fórmula para integrar la autoridad electoral no logró 

el consenso, pues su redacción fue avalada sólo por el PAN 

y el PRI. La figura de los "consejeros magistrados" no 

respondía a plenitud a la iniciativa de incorporar ciudadanos 



12 
 

"no partidarios" a la autoridad electoral. El perfil que 

establece la ley los define como abogados, profesionales 

con experiencia y sin filiación partidaria.12 Son propuestos 

por el presidente de la República y electos por la Cámara de 

Diputados. A pesar de lo anterior, su participación constituyó 

una nueva apertura del espacio electoral13 para la 

participación de nuevos actores y, por lo tanto, un avance 

hacia la conversión de los consejos electorales en espacios 

de participación ciudadana. 

En 1994, el proceso de ciudadanización adquirió 

sustento constitucional. En su artículo 41, la ley fundamental 

establece que "ciudadanos" elegidos por el Congreso de la 

Unión son corresponsables de la organización electoral y, en 

consecuencia, el COFIPE adopta la figura de los "consejeros 

ciudadanos". No es un simple cambio de nombre sino que 

alude a su perfil y su función: se incorporan en su calidad de 

ciudadanos. Su función no es de expertos ni de asesores 

sino de participación ciudadana en funciones públicas y en 

decisiones políticas. La ley secundaria pide que tengan 

conocimientos en materia electoral pero no exige que sean 

                                                           
12 La imagen que sobre ellos prevalecía era que su afinidad era priísta. Esta apreciación fue avalada por el 

origen de su designación. Su incorporación a la lista propuesta por el presidente de la República requería 

de su cercanía al partido entonces gobernante. 

13 La anterior, como se señaló, fue la incorporación de los representantes de los partidos como 

corresponsables de la autoridad electoral. 
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expertos. En algunos consejos locales, este criterio significó 

"adquieran conocimientos en materia electoral", como 

sucedió con médicos, profesores, ingenieros, etc., quienes 

fueron electos por el prestigio y el reconocimiento de la 

honorabilidad de que gozaban dentro de su entorno social. 

Al término de su periodo, eran verdaderos especialistas En 

la elección tuvo relevancia el criterio señalado por la ley de 

"gozar de buena reputación". En el ámbito federal, los 

ciudadanos y ciudadanas que, en esa fecha, se incorporaron 

al Consejo General, eran personas conocidas por sus 

actividades en pro de elecciones limpias y transparentes, y 

con frecuencia por sus publicaciones. En todos los casos se 

pretendía que los ciudadanos participaran como tales en el 

órgano electoral y que contribuyeran a la confiabilidad tanto 

de los órganos como de los comicios. 

La reforma de 1996 cambió el nombre a consejeros 

electorales, pero no modificó el artículo 76 que establece los 

requisitos para aspirar al nombramiento, por lo que se 

deduce que su perfil y su función permanecían, además de 

que, por mandato constitucional, su incorporación derivaba 

de su carácter ciudadano. La ley les otorgaba la exclusividad 

de las decisiones dentro del Consejo General, lo cual 

"ciudadaniza la autoridad colegial". De esta forma, el 

Consejo General se convierte en un espacio para la 

intervención de los ciudadanos y ciudadanas en las 
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funciones públicas y para su participación en las decisiones 

políticas. Este hecho, posiblemente, quedó oscurecido por el 

cambio de nombre (consejeros electorales) y la posterior 

insistencia en el criterio "conocimiento en materia electoral" 

para su selección, así como por la prerrogativa otorgada por 

la ley a las fracciones parlamentarias para postular 

candidatos y después, en asamblea, oficializar su 

nombramiento. 

La apertura asumió también otras modalidades: 

funcionarios de casillas, "observadores de las elecciones", 

"auditoría ciudadana", "observadores visitantes" 

(extranjeros). La intención práctica era dar credibilidad a los 

comicios e instaurar mecanismos para evitar fraudes y para 

que tanto la jornada electoral como el recuento de los votos 

fueran trasparentes. Una vez más, la aportación a la 

democracia sobrepasó las metas alcanzadas, en sí mismas 

de suma importancia. La figura de "funcionarios de casilla" 

no tiene nexo con dependencias gubernamentales, tampoco 

con partidos políticos ni con el propio órgano electoral; salvo, 

en este último caso, durante el periodo único de elecciones 

para el que son convocados por medio de insaculación. Su 

existencia fue posible porque se eliminó la dependencia 

gubernamental y la designación vertical y autoritaria. Los 

tres medios, funcionarios de casillas, observadores y 

auditoría ciudadana, responden al derecho de los 
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ciudadanos y ciudadanas de participar en funciones públicas 

y de supervisarlas. 

Al buen desempeño de los consejeros, funcionarios y 

observadores, en los niveles federal y estatales, se añadió 

el aporte de grupos y redes ciudadanas que promovieron la 

emisión y la defensa del sufragio. En conjunto alcanzaron el 

resultado deseado: comicios competitivos y credibilidad en 

el órgano electoral. Para asegurar la continuidad, el Consejo 

General asumió la tarea de institucionalizar los órganos 

electorales con la intención de asegurar que su buen 

funcionamiento no dependiera de las personas cuya 

permanencia es, por definición, transitoria.14 

Bajo ese orden de ideas, el Instituto Tlaxcalteca de 

Elecciones, depositario de la autoridad electoral 

administrativa en el Estado de Tlaxcala y cuyo órgano 

superior de dirección es llamado Consejo General, integrado 

por Consejeros Electorales, deben ser ciudadanos sin 

intereses partidistas, que cumplan con honestidad su 

encargo, sin embargo, tristemente esta es una utopía de los 

sistemas electorales que han venido funcionando en 

                                                           
14 La institucionalidad de los órganos y de los procedimientos electorales se sustenta en una normatividad 

mucho más precisa y completa consignada en el nuevo Código Federal de Instituciones y Procedimientos 

Electorales promulgado en 1996. 
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Tlaxcala. Basta como ejemplo una anécdota, de facto, de un 

funcionario electoral al señalar que: 

“En el año de 1996 tuve la oportunidad de ser 

capacitador electoral del Instituto Electoral de Tlaxcala, año 

en el que se eligieron por primera vez los Ayuntamientos de 

dieciséis nuevos municipios en Tlaxcala, así las cosas 

desarrollé tan noble trabajo en el municipio de Emiliano 

Zapata, donde se integró un Consejo Municipal Electoral 

para vigilar y organizar las elecciones municipales cuyos 

integrantes eran de extracción priísta y sólo uno de ellos era 

de un partido de oposición (Partido del Trabajo), por cierto 

no muy bien visto por los demás integrantes que hacían todo 

lo posible para que no estuviera presente en las reuniones 

contando para ello con la estrecha colaboración de un 

enlace electoral que hacia funciones administrativas y 

también políticas en el municipio y cuya designación era 

para cumplir diversos cometidos. La ciudadanía en ese 

entonces tenía la plena convicción de que se trataba de una 

elección de estado o bien que tenía que participar porque el 

gobierno lo estaba pidiendo, además que era un privilegio 

participar para su partido el PRI. Fue interesante ir 

conociendo como la gente participaba con esa idea y donde 

no había una oposición política, así también se 

desarrollaban las juntas del Consejo Municipal Electoral, 

donde solo discutían si el representante del Partido de 
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oposición exigía algún derecho. Fue una elección muy 

simple donde no había mucho por hacer ni tampoco había 

un espíritu democrático o bien donde todo estaba muy bien 

calculado para que el juego a las elecciones fuera un  logro 

más en el quehacer gubernamental.” 

Dicho lo anterior, el órgano electoral administrativo en 

el Estado de Tlaxcala denominado Consejo Distrital 

Electoral y Consejo Municipal Electoral,  es hasta la fecha 

presidido por una o unas mismas personas que cada año 

electoral se inscriben para participar mediante lo estipulado 

en el artículo 93 de la Ley de instituciones y Procedimientos 

Electorales para el Estado de Tlaxcala, que a la letra dice: 

“Para ser Presidente, Secretario, o Consejero Electoral 

de un Consejo Distrital o Municipal, deberán cumplirse los 

requisitos siguientes: I. Ser ciudadano Tlaxcalteca, en pleno 

ejercicio de sus derechos civiles y políticos; II. Tener al 

menos 18 años el día de la designación; III. Haber residido 

durante los últimos tres años en el distrito o municipio para 

el que fuere nombrado; IV. No haber sido postulado por 

ningún partido político a puesto de elección popular durante 

el último proceso electoral; V. No haber desempeñado cargo 

alguno de elección popular en los comités nacional, estatal 

o municipal en ningún partido político, durante los tres años 

anteriores a su designación; VI. No haber desempeñado 
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cargo alguno en los comités nacional, estatal o municipal en 

ningún partido político, durante los tres años anteriores a su 

designación; VII. No ser ministro de ningún culto religioso; 

VIII. Estar inscrito en el Registro Federal de Electores y 

contar con credencial para votar; IX. Gozar de buena 

reputación y no haber sido condenado por delito intencional. 

Se privilegiará a quienes tengan conocimientos en 

materia electoral”. 

Lo antes expuesto, refleja que fue integrado en el 

ámbito federal electoral el servicio profesional electoral que 

debe ser llamado Servicio Burocrático Electoral. A su vez, la 

ciudadanía en 1997 venia conociendo que teníamos un 

órgano electoral “ciudadanizado” cuyos integrantes eran 

personas seleccionadas por su labor comunitaria, además 

se empezaba a conocer el proceso de insaculación cuyos 

resultados eran muy alentadores para un proceso electoral, 

ya que se trataba de integrar Consejos Distritales, 

Municipales, casillas o mesas directivas de casilla con 

ciudadanos que no tenían filiación partidista alguna. Con 

ello, fueron unas elecciones que permitieron abrir camino a 

la confianza ciudadana en los organismos electorales, no 

obstante en tales hechos las movilizaciones y argucias 

electorales comenzaban a cobrar auge en los partidos 

políticos. Por tanto, la Ley en materia electoral dice en su 

artículo 2 que: 
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“Son principios rectores de la función estatal electoral 

los de constitucionalidad, legalidad, certeza, autonomía, 

independencia, imparcialidad, equidad, objetividad, 

profesionalismo y máxima publicidad”. 

Así, la presente iniciativa interpreta el profesionalismo 

en los órganos electorales desde una perspectiva ética y 

vocación de servicio que deben prevalecer en los actos de 

su funcionamiento, lo cual para su integración no debe 

privilegiarse los grados académicos ni experiencia en 

materia electoral, ya que tal postura es discriminatoria y 

conculca derechos humanos.  

A la sazón, refuerza esta idea lo estipulado en la 

fracción V del artículo 15 de la supra-citada ley, al indicar 

que son obligaciones político-electorales de los ciudadanos: 

“Participar en los cursos de capacitación para integrar 

los órganos electorales”. 

Por ende, cada persona puede ser electa sin 

discriminación alguna y no necesariamente debe tener 

instrucción en materia electoral porque la norma indica que 

se habrá de capacitar en tal rama del saber al ciudadano o 

ciudadana participante. Lo cual deja claro que los principios 

axiológicos son imperantes en el marco jurídico de un 

Estado-nación y sus respectivas entidades. 
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En virtud de lo referido líneas atrás, desde una 

perspectiva axiológica planteamos que todas las 

pretensiones legislativas locales, deben apegarse al 

principio de progresividad, éste deviene de progresivo y, a 

su vez, significa que avanza o aumenta gradualmente, tal 

cual lo refiere el Diccionario de la Lengua Española en su 

vigésima tercera edición. 

Al respecto de lo anterior, el doctor en derecho por la 

Universidad de California en Berkeley, Roberto Mancilla, 

conceptualiza este principio de la siguiente manera: 

 

“El principio de progresividad es un principio 

interpretativo que establece que los derechos no pueden 

disminuir, por lo cual, al sólo poder aumentar, progresan 

gradualmente. Es importante notar que la naturaleza de este 

principio depende del ámbito en el que esté incorporado y 

de la actividad para la que se aplique. El primer aspecto 

consiste en el área del derecho a la cual se esté aplicando 

el principio (derecho internacional y constitucional, por 

ejemplo), y el segundo aspecto a la actividad jurídica que se 

esté realizando (interpretación o mutación jurídica)”. 

 

Mientras tanto, por lo que respecta a sus antecedentes, 

Ronaldo Gialdino dice que: 
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“El principio de progresividad surge en el derecho 

internacional, y tiene entre sus primeros antecedentes al 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y 

a la Convención Interamericana de Derechos Humanos 

(1969). A pesar de esto, existía un antecedente doctrinario, 

pues algunos teóricos (como Mario L. Deveali) referían 

principios, por ejemplo el de –progresión racional–, como las 

bases del desarrollo del derecho laboral”. 

 

De tal suerte que, toda norma jurídica que emane del 

poder legislativo debe ceñirse a este principio; pues, como 

lo refiere el doctrinario, consecutivamente, los dispositivos 

legales mutan a través del procedimiento legislativo y deben 

pugnar por establecer mayores y mejores disposiciones en 

pro de las personas; además, su objeto yace en una mayor 

protección de sus bienes jurídicos. Recuérdese, que el 

derecho no solo es norma jurídica, también es principio 

(cuestiones axiológicas) y; por supuesto, –hecho que flagela 

o enaltece al ser humano–.  

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo 

establecido por los artículos 45, 46 fracción I, 47, 48 y 54 

fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Tlaxcala; 9 fracción II, 10 apartado A fracción 

II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Tlaxcala; y, 114 del Reglamento Interior del Congreso del 
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Estado de Tlaxcala; someto a consideración, 

respetuosamente, de esta Soberanía, la siguiente Iniciativa 

con: 

 

P R O Y E C T O 

D E 

D E C R E T O 

 

ARTÍCULO ÚNICO. SE REFORMA el último párrafo del 

artículo 93 de la Ley de Instituciones y Procedimientos 

Electorales para el Estado de Tlaxcala; para quedar como 

sigue: 

Artículo 93. Para ser Presidente, Secretario, o Consejero El

ectoral de un Consejo Distrital o Municipal, deberán cumplir

se los requisitos siguientes:  

I… a IX… 

Se privilegiará a quienes por primera vez, participen en 

un proceso electoral. 

 

T R A N S I T O R I O S 
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ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto, entrará en 

vigor el día hábil siguiente al de su publicación en el 

Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Tlaxcala. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones 

que se opongan al presente Decreto. 

 

AL EJECUTIVO PARA QUE LO SANCIONE Y MANDE 

PUBLICAR 

 

Dado en la sala de sesiones del Palacio Juárez, Recinto 

Oficial del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de 

Tlaxcala, a los dos días del mes de agosto del año dos mil 

diecinueve. 

 

A T E N T A M E N T E 

 

 

DIP. JOSÉ LUIS GARRIDO CRUZ 
COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PARTIDO ENCUENTRO SOCIAL 


